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Alcance de los actos administrativos de las Corporaciones Autónomas Regionales. 1 

Jhon Romario Arce Aranguren2 

 

 

Resumen 

El presente artículo analiza de forma exhaustiva el alcance jurídico y constitucional de los 

actos administrativos proferidos por las Corporaciones Autónomas Regionales CAR en Colombia, 

en su condición de autoridades ambientales dentro del Sistema Nacional Ambiental SINA, 

enfatizando su potestad sancionadora prevista principalmente en la Ley 1333 de 2009. Desde un 

enfoque cualitativo y dogmático, se examina su naturaleza jurídica, el marco normativo que define 

sus competencias y los límites que impone el ordenamiento, a partir de principios como legalidad, 

tipicidad, debido proceso y proporcionalidad. Se incorporan fundamentos doctrinales relevantes, 

entre ellos la función ecológica de la propiedad y el principio precautorio, que legitiman la 

imposición de medidas preventivas y sancionatorias para la protección de bienes ambientales, 

incluso en contextos de incertidumbre científica. El estudio evidencia que, aunque la Ley 1333 

estructuró un procedimiento sancionatorio específico, su aplicación práctica presenta desafíos 

derivados del uso de cláusulas abiertas, conceptos jurídicos indeterminados y deficiencias en la 

motivación y valoración probatoria, generando riesgos de nulidad y afectación a la legitimidad 

institucional. La jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado ha 

desempeñado un papel decisivo al reforzar la exigencia de motivación suficiente, la diligencia 

probatoria y la estricta observancia de las garantías procesales, mientras que la acción de tutela se 

ha consolidado como mecanismo correctivo ante vulneraciones graves del debido proceso. Pese a 

su relevancia estratégica en la gestión ambiental, persisten debilidades estructurales relacionadas 

con capacidades técnicas y estandarización procedimental en las CAR, lo que limita la eficacia y 

uniformidad de sus actuaciones. En consecuencia, se plantea la necesidad de un equilibrio entre la 

autonomía técnica y administrativa de estas entidades y el control jurisdiccional y constitucional, 

de forma que la protección efectiva del medio ambiente no se traduzca en excesos sancionatorios 

ni en vulneración de derechos fundamentales. 

Palabras Clave: Acto administrativo sancionatorio, Autonomía administrativa, Control 

constitucional, Corporaciones Autónomas Regionales, Derecho ambiental, Principio de legalidad. 

 

1 Artículo de Investigación dentro de la Especialización en Derecho Administrativo Uceva. 
2 Abogado UCEVA Estudiante de la Especialización en Derecho Administrativo Uceva. 
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Abstract 

This article provides an in-depth analysis of the legal and constitutional scope of 

administrative acts issued by the Regional Autonomous Corporations CAR in Colombia, in their 

capacity as environmental authorities within the National Environmental System SINA, with 

particular emphasis on their sanctioning authority, primarily established under Law 1333 of 2009. 

Using a qualitative and dogmatic approach, it examines their legal nature, the regulatory 

framework that defines their powers, and the limits imposed by the legal system, based on 

principles such as legality, typicity, due process, and proportionality. Relevant doctrinal 

foundations are incorporated, including the ecological function of property and the precautionary 

principle, which legitimize the imposition of preventive and sanctioning measures for the 

protection of environmental assets, even in contexts of scientific uncertainty. The study shows that, 

although Law 1333 structured a specific sanctioning procedure, its practical application faces 

challenges arising from the use of open clauses, indeterminate legal concepts, and deficiencies in 

reasoning and evidentiary assessment, generating risks of nullity and undermining institutional 

legitimacy. The jurisprudence of the Constitutional Court and the Council of State has played a 

decisive role in reinforcing the requirement for sufficient reasoning, evidentiary diligence, and 

strict observance of procedural guarantees, while the tutela action has become a corrective 

mechanism in cases of serious violations of due process. Despite their strategic importance in 

environmental management, structural weaknesses remain in the CARs, related to technical 

capacity and procedural standardization, which limit the effectiveness and consistency of their 

actions. Consequently, the need is posed for a balance between the technical and administrative 

autonomy of these entities and judicial and constitutional oversight, ensuring that effective 

environmental protection does not result in excessive sanctions or the violation of fundamental 

rights. 

Keywords: Administrative sanctioning act, Administrative autonomy, Constitutional 

control, Environmental law, Legal principle of legality, Regional Autonomous Corporations. 

Introducción 

En un escenario donde la degradación ambiental y la presión sobre los ecosistemas se 

aceleran, la arquitectura institucional del Estado se mide por su capacidad real de proteger bienes 

colectivos que no admiten sustitución, y en Colombia esa tarea recae en buena parte sobre las 

Corporaciones Autónomas Regionales CAR, autoridades con autonomía técnica, administrativa y 
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financiera que, a través de actos administrativos con efectos vinculantes, operan como piezas clave 

del engranaje público en el territorio; sin embargo, el progresivo protagonismo de esas decisiones 

—sancionatorias y preventivas— ha desnudado tensiones entre el activismo ambiental y las 

fronteras del Estado de Derecho, particularmente en torno a los principios de legalidad, tipicidad, 

debido proceso y proporcionalidad que fijan el perímetro de cualquier potestad punitiva estatal. A 

partir de ese telón de fondo, este trabajo sitúa su problema de investigación en la aparente asimetría 

entre un marco jurídico robusto y los resultados variopintos —a veces insuficientes— en 

conservación y control, lo que obliga a escrutar si los actos de las CAR efectivamente protegen los 

recursos naturales o si, por el contrario, terminan tropezando con cláusulas abiertas, conceptos 

jurídicos indeterminados y déficits de motivación que erosionan su legitimidad y eficacia, como 

lo sugiere la experiencia contenciosa reciente. De ahí que la pregunta guía se formule en términos 

nítidos: ¿en qué medida los actos administrativos emitidos por las CAR protegen efectivamente 

los recursos naturales y cómo la jurisprudencia ha condicionado su alcance y aplicabilidad?; esta 

misma preocupación atraviesa la literatura y la práctica institucional, que registran decisiones 

anuladas por ausencia de motivación o violaciones al debido proceso, lo cual revela grietas 

normativas y procedimentales todavía no zanjadas por completo por la Ley 1333 de 2009 y por los 

propios manuales internos de las entidades. El interés de este estudio es, entonces, doble: por un 

lado, cartografiar con lupa el alcance constitucional y legal de los actos sancionatorios de las CAR 

a la luz de los estándares fijados por la Corte Constitucional y el Consejo de Estado; por otro, 

producir un insumo de consulta académica que nutra la docencia y la práctica, afinando 

herramientas conceptuales y metodológicas para valorar, caso por caso, la coherencia entre fines 

ambientales y garantías fundamentales. En ese marco, el objetivo general es analizar el alcance 

jurídico y constitucional de los actos administrativos sancionatorios de las CAR bajo los controles 

jurisdiccionales y jurisprudenciales que condicionan su ejercicio, y los objetivos específicos 

consisten en: i) caracterizar la naturaleza jurídica de las CAR y su papel como autoridades 

ambientales; ii) identificar los fundamentos legales y procedimentales de sus actos sancionatorios 

—con énfasis en la Ley 1333 de 2009—; y iii) examinar los controles judiciales y constitucionales 

que acotan su autonomía y corrigen eventuales desviaciones, tal como lo propone la propia 

formulación del documento de base. 

Desde el punto de vista teórico, este estudio adopta un enfoque que combina 

deliberadamente  una  sólida  dogmática  jurídico-administrativa  con  una  hermenéutica 
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interpretativa. El primer componente permite identificar y organizar el sistema de fuentes y los 

principios rectores del ius puniendi ambiental —legalidad, tipicidad, motivación suficiente, 

proporcionalidad y debido proceso—, ubicándolos en el lugar que les corresponde dentro del 

Estado Social de Derecho. El segundo, apoyado en los postulados de Gadamer (1990) y Ricoeur 

(1995), posibilita una lectura situada de los actos administrativos emitidos por las CAR y de su 

control, reconociendo que toda decisión se inscribe en un contexto institucional, social y ecológico 

que influye en su sentido y efectos. En esa clave, se recuperan premisas de la función ecológica de 

la propiedad para justificar medidas preventivas y sancionatorias en defensa del patrimonio 

ambiental, y se incorpora la teoría de la autonomía administrativa y la descentralización —con 

anclaje constitucional y en la Ley 99 de 1993— como presupuesto para comprender por qué las 

CAR tienen márgenes de configuración propios, aunque siempre constreñidos por el principio de 

legalidad y por la jurisdicción contencioso-administrativa. Este anclaje teórico no opera como una 

coartada del decisionismo, sino como un marco de racionalidad que obliga a demostrar, en cada 

expediente, la estricta adecuación típica, la suficiencia probatoria y la proporcionalidad de la 

respuesta estatal; por eso, cuando la jurisprudencia exige motivaciones densas y pruebas 

concluyentes para sancionar bajo conceptos como “afectación al medio ambiente”, no está 

estrechando arbitrariamente la tutela ecológica, sino preservando la confianza ciudadana en la 

administración y asegurando que la protección ambiental no se convierta en un atajo para 

relativizar garantías básicas. En esta misma línea, Llano Franco (2017) sostiene que el pluralismo 

jurídico constituye una herramienta conceptual clave para comprender las relaciones entre la 

pluralidad cultural y el marco normativo estatal, aportando insumos valiosos para analizar cómo 

las decisiones administrativas ambientales interactúan con contextos socioculturales diversos. De 

igual manera, Llano Franco y Aponte García (2024) plantean un enfoque antropológico-jurídico 

que examina las tensiones y resistencias comunitarias en el Norte del Cauca, articulando justicia 

transicional y diversidad étnica, perspectiva que permite entender con mayor profundidad el 

impacto real de los actos administrativos ambientales en escenarios de diversidad cultural. En 

suma, el enfoque teórico articula finalidades ambientales y límites constitucionales, y apuesta por 

una concepción de la autonomía que se mide por su capacidad para rendir cuentas y por su apertura 

al control, más que por la amplitud de sus discrecionalidades. 

Metodológicamente, se adopta un diseño cualitativo, analítico-descriptivo y de corte 

documental-jurisprudencial, con muestreo intencionado de decisiones y expedientes que permitan 
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observar patrones de motivación, estándares probatorios y criterios de tipicidad aplicados por las 

CAR y por las altas cortes; en primer lugar, se realizará una revisión sistemática de actos 

administrativos asociados a la protección de recursos naturales y a procedimientos sancionatorios, 

con especial atención a la Ley 99 de 1993 y la Ley 1333 de 2009; en segundo término, se examinará 

jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado que haya definido, ampliado o 

restringido competencias, así como sentencias paradigmáticas sobre legalidad y tipicidad; 

finalmente, se efectuará una codificación temática y una matriz de extractos que facilite cotejar, 

por ejes, el grado de cumplimiento de las garantías procesales -carga argumentativa, motivación, 

valoración de la prueba, proporcionalidad de la sanción- y su impacto en la protección material del 

ambiente. La selección de casos buscará saturación analítica más que representatividad estadística 

y la interpretación seguirá procedimientos canónicos de la investigación cualitativa —deliberación 

iterativa entre categorías y datos, trazabilidad de decisiones analíticas, memos de codificación—, 

apoyándose en guías metodológicas ampliamente validadas en ciencias sociales y en investigación 

aplicada: el andamiaje de investigación cualitativa y de diseños por estudios de caso aporta 

criterios de rigor -coherencia entre pregunta, corpus y técnicas; triangulación de fuentes; 

transparencia en el “audit trail”- y herramientas prácticas para extraer patrones interpretables de 

fuentes normativas y judiciales. El documento se organiza, además, de forma progresiva y 

sincrónica con esa ruta de análisis: primero, una caracterización jurídico-institucional de las CAR 

y su marco normativo; luego, una reconstrucción de los fundamentos legales de la potestad 

sancionadora y del procedimiento de la Ley 1333 de 2009; a continuación, un análisis 

jurisprudencial que dialoga con los principios de legalidad y tipicidad, y con los requisitos de 

motivación y prueba; después, una sección crítica sobre el control jurisdiccional y constitucional 

—con énfasis en los remedios de nulidad y tutela— y sus efectos en la efectividad de las decisiones 

administrativas; finalmente, una discusión con recomendaciones de mejora institucional y de 

estandarización procedimental que busquen armonizar la protección efectiva del ambiente con la 

vigencia plena de los derechos fundamentales, cerrando con conclusiones que integran hallazgos 

y proponen líneas para investigación futura y para la práctica administrativa de las CAR. Esta 

estrategia —alineada con manuales metodológicos contemporáneos— garantiza consistencia entre 

la pregunta de investigación, las técnicas de recolección y análisis, y la forma de exponer 

resultados, facilitando que el texto funcione tanto como pieza académica como insumo de consulta 

para la comunidad educativa. 
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Además, la elección del enfoque cualitativo y del estudio de caso está respaldada por guías 

ampliamente reconocidas en investigación aplicada y sociojurídica, que privilegian la coherencia 

entre objetivos, corpus y técnicas, y prescriben procedimientos de codificación y análisis temático- 

replicables. 

1. Planteamiento del Problema 

La creación de las Corporaciones Autónomas Regionales CAR en Colombia responde a la 

necesidad de un manejo autónomo y técnico de los recursos naturales en las diferentes 

jurisdicciones del país. Estas entidades, dotadas de autonomía administrativa y financiera, como 

lo señala Amaya (2019), se encuentran encargadas de emitir actos administrativos para asegurar la 

protección y el uso sostenible de los ecosistemas. Sin embargo, la efectividad de dichos actos ha 

sido cuestionada, ya que, pese al marco normativo sólido que incluye leyes como la Ley 99 de 

1993 y la Ley 1333 de 2009, los resultados en materia de conservación y protección ambiental han 

sido variables y, en ocasiones, insuficientes. En la práctica, surgen interrogantes sobre la capacidad 

real de estos actos administrativos para generar un impacto concreto y duradero en la conservación 

de los recursos naturales. Como menciona Álvarez (2019), este desfase entre la teoría y la 

aplicación de la normativa ambiental plantea una problemática compleja, en la que las CAR deben 

equilibrar sus facultades sancionatorias y regulatorias con las limitaciones impuestas por diversos 

factores, entre ellos, las interpretaciones legales y los intereses de terceros. Así, el estudio del 

alcance real de los actos administrativos de las CAR resulta esencial para entender si, en efecto, 

cumplen con su propósito protector o si, por el contrario, enfrentan restricciones que dificultan su 

misión fundamental de conservación ambiental en un contexto de crecientes desafíos ecológicos y 

presiones económicas. 

Según García Pachón (2019), uno de los retos más significativos que enfrentan las 

Corporaciones Autónomas Regionales en el ejercicio de sus funciones como autoridades 

ambientales radica en la ausencia de uniformidad y precisión en la aplicación de los principios de 

tipicidad y legalidad dentro de sus procedimientos sancionatorios, lo que incide de manera directa 

en la validez y efectividad de los actos administrativos que emiten. Ahora bien, de acuerdo con 

Marín Ceballos (2019), las decisiones judiciales sobre la autonomía y el alcance de los actos 

administrativos emitidos por las Corporaciones Autónomas Regionales han mostrado una 

evolución marcada por criterios diversos, e incluso contradictorios, dependiendo de la autoridad o 

instancia que ejerza el control, lo que ha generado un panorama jurisprudencial heterogéneo. Así, 
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las decisiones judiciales se convierten en un factor que, lejos de clarificar el rol de las CAR, a 

menudo parece limitar su actuación, generando un marco de aplicación dispar que obstaculiza la 

consolidación de una regulación ambiental fuerte y coherente en el país. Es precisamente en este 

escenario donde el análisis de la jurisprudencia se vuelve crucial, pues permite identificar cómo 

las decisiones de las altas cortes han delimitado o expandido las competencias de las CAR y en 

qué medida han influido en la efectividad de sus actos administrativos. Esto lleva a formular la 

pregunta central de esta investigación: ¿En qué medida los actos administrativos emitidos por las 

Corporaciones Autónomas Regionales en Colombia protegen efectivamente los recursos naturales, 

y cómo ha influido la jurisprudencia en su alcance y aplicabilidad? 

A fin de profundizar en la comprensión del alcance jurídico y constitucional de los actos 

administrativos emitidos por las Corporaciones Autónomas Regionales CAR, en particular 

aquellos vinculados a su potestad sancionadora ambiental, se ha definido como propósito de este 

estudio examinar cómo incide la jurisprudencia en la delimitación de sus competencias 

funcionales. En esta línea, se han planteado tres objetivos específicos que permiten operacionalizar 

dicho propósito: en primer lugar, realizar un análisis sistemático de la jurisprudencia colombiana 

relacionada con los principios de legalidad y tipicidad, en cuanto criterios estructurantes que 

condicionan la validez de los actos administrativos emitidos por estas entidades; en segundo 

término, identificar los principales desafíos jurídicos, institucionales y procedimentales que 

enfrentan las CAR en la emisión, aplicación y control de tales actos en materia ambiental, teniendo 

en cuenta las tensiones que emergen entre autonomía administrativa y los límites derivados del 

orden constitucional; y, en tercer lugar, formular una serie de recomendaciones orientadas al 

fortalecimiento del marco normativo y funcional de las CAR, con el objetivo de optimizar su 

capacidad de respuesta y su impacto efectivo en la protección de los recursos naturales, 

garantizando al mismo tiempo la observancia de los principios constitucionales que rigen la 

función pública. 

Para alcanzar estos objetivos, la investigación se desarrollará mediante una metodología de 

enfoque cualitativo basada en el análisis documental y jurisprudencial. En primer lugar, se realizará 

una revisión de los actos administrativos emitidos por las CAR, enfocados en aquellos 

relacionados con la protección ambiental y en los procedimientos sancionatorios implementados 

(Dialnet, 2019). La investigación incluirá el estudio de normas clave, como la Ley 99 de 1993 y la 

Ley 1333 de 2009, y sus implicaciones en la regulación y sanción de infracciones ambientales. 
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Seguidamente, se analizarán sentencias y resoluciones de la Corte Constitucional y del Consejo de 

Estado, considerando aquellas decisiones que hayan definido, ampliado o limitado las 

competencias y el alcance de los actos de las CAR, en particular las que traten los principios de 

tipicidad y legalidad. 

La selección de las decisiones judiciales y los actos administrativos se basará en un 

muestreo intencionado, orientado a obtener aquellos casos que permitan observar patrones de 

interpretación jurídica y su impacto en la aplicación práctica de la normativa ambiental. Este 

análisis jurisprudencial será complementado con una evaluación crítica de las inconsistencias y 

retos prácticos en la implementación de dichos principios en el contexto de los procedimientos 

administrativos sancionatorios (García Pachón, 2019). A través de esta revisión, se buscará 

identificar cómo las decisiones judiciales han influido en la eficacia de los actos administrativos 

de las CAR y en qué medida han afectado su capacidad para actuar como protectores efectivos de 

los recursos naturales (Amaya Navas & García Pachón, 2019). 

1.1. Marco Teórico 

La función ecológica de la propiedad, planteada por Perea Velásquez (1998), se sustenta en 

la idea de que los derechos de propiedad implican una responsabilidad social que obliga a 

compatibilizar el uso individual con deberes colectivos de conservación ambiental. En el contexto 

colombiano, esta concepción ha sido respaldada por la Constitución de 1991 y la Ley 99 de 1993, 

que reconocen el medio ambiente como patrimonio común y facultan al Estado para imponer 

limitaciones al uso de la propiedad mediante actos administrativos preventivos orientados a la 

protección de los recursos naturales y al bienestar colectivo. 

La hermenéutica interpretativa, desarrollada por Gadamer (2004) y Ricoeur (1981), 

entiende que la comprensión de un fenómeno requiere su interpretación dentro del marco social, 

cultural e histórico en que ocurre. Este enfoque resulta útil para examinar los actos administrativos 

expedidos por las Corporaciones Autónomas Regionales CAR, ya que permite analizarlos no solo 

desde la perspectiva jurídica, sino también atendiendo a los factores contextuales que influyen en 

su alcance y efectividad. A través de esta óptica, se observa cómo la autonomía de las CAR y su 

relación con los mecanismos de control estatal condicionan la gestión ambiental que realizan. 

La teoría de la autonomía administrativa y la descentralización, defendida por Bechara 

(2015) y respaldada por la Corte Constitucional en la Sentencia C-423 de 1994, sostiene que las 

entidades descentralizadas como las CAR cuentan con la capacidad de administrar recursos y 
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tomar decisiones de manera autónoma en pro del interés general. La Ley 99 de 1993 fortalece este 

marco de actuación al permitir que las corporaciones desarrollen políticas ajustadas a las realidades 

ambientales de sus respectivas regiones, con el fin de promover la sostenibilidad y la gestión 

eficiente de los recursos. 

En el derecho sancionador ambiental colombiano, el principio de tipicidad, según Reyes 

Echandía (1976), constituye una garantía esencial que exige que las conductas infractoras estén 

previamente definidas en la ley. Este principio protege la seguridad jurídica y previene la 

imposición de sanciones arbitrarias por parte de las CAR. La Corte Constitucional, en la Sentencia 

C-343 de 2006, ha enfatizado que toda sanción debe fundamentarse en una norma clara que respete 

el debido proceso y los derechos de los administrados. 

La teoría de la autonomía administrativa, expuesta por García de Enterría y Fernández 

(1996), plantea que entidades como las CAR gozan de independencia para emitir actos 

administrativos adaptados a las realidades ambientales de su jurisdicción. Esta capacidad de acción 

diferenciada les permite ofrecer respuestas oportunas y pertinentes a los problemas locales, 

siempre en el marco constitucional y legal. A ello se suma la teoría de la descentralización 

territorial y administrativa, explicada por Henao (2008), que propone que las CAR gestionen 

problemáticas ambientales específicas de sus territorios mediante políticas propias y actos 

administrativos cercanos a las comunidades, fomentando así la participación ciudadana y una 

gobernanza ambiental más eficiente, en consonancia con la Ley 99 de 1993. 

Finalmente, el principio precautorio, respaldado por la Corte Constitucional en la Sentencia 

C-293 de 2002, establece que ante la amenaza de un daño grave o irreversible al medio ambiente, 

la ausencia de certeza científica no debe ser un impedimento para la adopción de medidas 

protectoras. La Ley 99 de 1993 también acoge este principio, habilitando a las CAR para actuar 

de manera preventiva incluso en escenarios de incertidumbre, priorizando la protección del entorno 

natural y el bienestar colectivo. 

1.2. Estado del Arte 

Amaya Arias (2020), en su obra Procedimiento Administrativo Sancionatorio Ambiental 

en Colombia, examina el régimen sancionador establecido por la Ley 1333 de 2009, identificando 

sus principales elementos y los retos que han surgido tras una década de implementación. La autora 

advierte que persisten dificultades como la falta de claridad normativa y la aplicación poco 
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uniforme de principios esenciales como la tipicidad y el debido proceso, señalando textualmente 

que: 

“La Ley 1333 de 2009, pese a estructurar un procedimiento sancionatorio ambiental, 

presenta problemas asociados a la falta de claridad en algunas disposiciones y a la 

aplicación desigual de principios como la tipicidad y el debido proceso, lo que demanda 

una revisión normativa que fortalezca la efectividad de la protección ambiental” (Amaya 

Arias, 2020, p. 112).”. 

 

A partir de su análisis, plantea la conveniencia de una revisión normativa que permita 

robustecer el procedimiento sancionatorio y garantizar una protección ambiental más efectiva. 

Marín Ceballos (2019), en su tesis Aplicación del principio de tipicidad en el procedimiento 

sancionatorio ambiental colombiano, aborda de manera específica la aplicación del principio de 

tipicidad en las actuaciones de las autoridades ambientales mencionando textualmente que: “En la 

aplicación del principio de tipicidad por parte de las autoridades ambientales, se evidencian 

falencias en la precisión de las imputaciones formuladas, situación que debilita el derecho de 

defensa y genera inseguridad jurídica en los investigados” (Marín Ceballos, 2019, p. 74).”. 

Su estudio evidencia deficiencias en la precisión de las imputaciones, lo que debilita el 

derecho de defensa de los investigados. Frente a ello, propone un modelo que refuerce la 

formulación clara de los cargos, asegurando el respeto del debido proceso y fortaleciendo la 

legalidad en la imposición de sanciones. 

Mejía y Gómez (2017), en su informe Concepto sobre normativa y jurisprudencia 

ambiental, realizan un análisis sobre los requisitos legales para el otorgamiento de licencias y 

permisos ambientales, así como de los mecanismos de participación ciudadana. Los autores 

señalan problemas como la lentitud de los trámites administrativos y las limitaciones técnicas de 

las instituciones responsables. Como alternativa, sugieren reformas orientadas a mejorar la 

eficiencia y transparencia de los procedimientos, con el fin de promover la sostenibilidad y una 

ejecución responsable de los proyectos. Como lo menciona Mejía y Gómez (2017): 

 

“el marco normativo y jurisprudencial ambiental vigente presenta deficiencias 

notorias en la agilidad y transparencia de los procedimientos para la obtención de 

licencias y permisos, lo que repercute negativamente en la confianza ciudadana y en 
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la ejecución oportuna de proyectos. La ausencia de criterios técnicos estandarizados 

y la limitada capacidad institucional agravan estas demoras, por lo que resulta urgente 

implementar reformas que fortalezcan la eficiencia administrativa y garanticen 

mecanismos efectivos de participación ciudadana” (Mejía y Gómez 2017, p. 42).” 

 

De La Ossa Pastrana (2015), en Las CAR en la perspectiva de la autonomía, estudia la 

estructura y el rol de estas corporaciones frente a los procesos de descentralización, destacando 

que, aunque no ostentan la calidad de entidades territoriales, pueden acceder a regalías para el 

fortalecimiento de su función ambiental. Su planteamiento se inclina hacia la necesidad de ampliar 

la autonomía administrativa y financiera de las CAR como una vía para lograr una gestión 

ambiental más eficiente y adaptada a las particularidades de cada región. En concordancia con lo 

expuesto sobre la importancia de fortalecer la autonomía administrativa y financiera de las CAR 

para lograr una gestión ambiental adaptada a las particularidades regionales, autores como De La 

Ossa Pastrana, ha enfatizado que: 

 

“es pertinente resaltar el problema de cómo las Corporaciones Autónomas Regionales 

(CAR) pueden recibir ingresos del Sistema General de Regalías, aun cuando éstas no son 

entidades territoriales pero que gozan de autonomía administrativa conforme a los 

artículos 150-7 y 287 de la Constitución Política” (Ossa Pastrana, 2015, p. 3). 

 

Perea Palomeque (2013), en La Naturaleza Jurídica del Acto Administrativo Ambiental, 

analiza las características distintivas de este tipo de actos, subrayando su función protectora del 

medio ambiente. La autora examina los mecanismos de control que pueden aplicarse y resalta la 

importancia de potenciar su eficacia para garantizar el derecho a un ambiente sano. Asimismo, 

enfatiza el papel que desempeñan las CAR en la administración y protección de los recursos 

naturales. Lo anterior, se ha basado en una línea de análisis que varios autores han determinado 

que: 

“los actos administrativos ambientales se constituyen en un mecanismo jurídico 

indispensable para la protección del medio ambiente, al establecer obligaciones y 

restricciones orientadas a preservar los recursos naturales y garantizar el derecho 

colectivo a gozar de un ambiente sano” (Perea Palomeque, 2013, p. 45). 
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2. Naturaleza y Marco Jurídico de las CAR en Colombia 

En Colombia, la protección del medio ambiente no solo es un imperativo ético, sino un 

mandato constitucional que ha dado origen a una arquitectura institucional compleja y 

descentralizada. Dentro de ella, las Corporaciones Autónomas Regionales CAR se erigen como 

autoridades ambientales en el ámbito regional, con una misión estratégica: preservar, proteger y 

recuperar los recursos naturales renovables. La existencia y funcionamiento de estas entidades se 

fundamentan, en primera instancia, en el artículo 287 de la Constitución Política, que reconoce la 

autonomía administrativa, fiscal y política de los entes territoriales... como bien lo ha explicado 

Bechara, esta autonomía debe leerse como una herramienta para garantizar eficacia, no como un 

simple rasgo formal de descentralización. 

La Ley 99 de 1993 consolidó esta visión al crear el Sistema Nacional Ambiental SINA e 

introducir las CAR como entidades públicas dotadas de personería jurídica, patrimonio propio y 

autonomía administrativa y financiera. Su naturaleza jurídica híbrida les permite actuar como 

autoridad ambiental, pero también como ejecutoras de proyectos, fiscalizadoras, y —en 

ocasiones— como parte en controversias jurídicas... tal como lo analiza García Pachón, esta 

multiplicidad de funciones les exige una sólida base jurídica que, no obstante, no siempre ha sido 

interpretada de forma uniforme por la jurisprudencia ni aplicada con claridad por los propios entes 

administrativos. 

Las CAR están investidas de competencias que van desde otorgar licencias ambientales 

hasta imponer medidas preventivas, correctivas y sancionatorias. Esta configuración funcional se 

encuentra detallada en los artículos 23 a 31 de la Ley 99 de 1993, así como en la Ley 1333 de 

2009, que regula el procedimiento sancionatorio ambiental. A través de estos instrumentos 

normativos, las corporaciones no solo intervienen como agentes estatales sino que encarnan, en sí 

mismas, la autoridad ambiental del Estado en sus respectivas jurisdicciones... como lo plantea 

Amaya Arias, son una prolongación del Estado en la defensa de bienes colectivos, lo cual obliga a 

analizar su actuación con criterios de eficacia, legalidad y proporcionalidad. 

Desde el punto de vista organizacional, cada CAR tiene un director general, un consejo 

directivo y estructuras operativas técnicas que se ajustan a las particularidades ecológicas, sociales 
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y económicas de su región. Esto implica que su actuación no es homogénea a nivel nacional, lo 

que a su vez genera tensiones en la interpretación y aplicación del derecho ambiental. Algunas 

CAR cuentan con capacidad técnica y presupuestal suficiente para ejercer autoridad real; otras, en 

cambio, enfrentan profundas limitaciones estructurales. Esta disparidad ha sido señalada en 

múltiples informes de seguimiento institucional, como los elaborados por Fedesarrollo y la 

Contraloría General, donde se advierte que la autonomía reconocida en la ley muchas veces no se 

traduce en poder efectivo para incidir en las decisiones ambientales territoriales. 

Uno de los principales instrumentos jurídicos de actuación de las CAR es el acto 

administrativo ambiental, entendido como la manifestación unilateral de voluntad con efectos 

jurídicos sobre terceros, que materializa decisiones fundamentales para la conservación o 

restauración del entorno. Estos actos pueden adoptar formas diversas: resoluciones, autos de 

medida preventiva, actos de imposición de sanciones, entre otros. En este sentido, las CAR ejercen 

una función pública ecológica —en palabras de Perea Velásquez— orientada al equilibrio entre los 

intereses individuales y la protección del bien común ambiental. 

Desde una perspectiva doctrinal, el acto administrativo ambiental ha sido caracterizado 

como una expresión particular del poder público, revestido de contenido técnico y sujeto a una 

creciente judicialización... como lo señala García de Enterría, en estos actos se proyecta con 

claridad la tensión entre autoridad y legalidad, lo cual obliga al intérprete a adoptar una mirada 

hermenéutica comprometida con la protección del interés general. 

En este contexto, resulta clave referirse a la teoría de la autonomía administrativa. Esta no 

puede entenderse como una licencia para actuar sin límites, sino como una facultad técnica que 

debe ejercerse con responsabilidad institucional, coherencia normativa y atención al principio de 

legalidad... como lo expresa claramente Bechara, la autonomía sin control degenera en 

arbitrariedad, mientras que la autonomía bien entendida fortalece la gobernanza territorial. Las 

CAR, entonces, son ejemplo vivo de esta tensión: deben tomar decisiones técnicas autónomas, 

pero dentro de un marco de legalidad que a veces las constriñe, especialmente frente a la 

judicialización creciente de sus actos. 

Asimismo, el principio de descentralización ambiental —planteado por la doctrina y 

recogido en la jurisprudencia constitucional— busca acercar la gestión de los recursos naturales a 

las comunidades locales, con conocimiento de su realidad ecológica. Sin embargo, este ideal se ve 
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limitado cuando las CAR carecen de independencia política o cuando las normas que rigen sus 

decisiones resultan excesivamente indeterminadas o, por el contrario, excesivamente restrictivas. 

A manera de reflexión crítica, es necesario preguntarse si, en la práctica, las CAR cuentan 

verdaderamente con la autonomía que la ley les reconoce. ¿Pueden estas corporaciones emitir actos 

administrativos eficaces y respetuosos del debido proceso, sin interferencias indebidas ni 

limitaciones presupuestales? ¿O estamos frente a una figura institucional debilitada por la falta de 

voluntad política, por una jurisprudencia que muchas veces oscila, y por una cultura administrativa 

que aún no reconoce plenamente el carácter estratégico de la gestión ambiental regional? 

Estas preguntas nos invitan a un análisis profundo en los capítulos siguientes, donde se 

abordarán con rigor los principios de legalidad y tipicidad en el procedimiento sancionatorio 

ambiental, así como el papel que ha jugado la jurisprudencia en la definición —y, a veces, en la 

erosión— del alcance de los actos administrativos emitidos por las CAR. 

 

3. Tipicidad y Legalidad en el Procedimiento Sancionatorio Ambiental 

En el núcleo del Derecho Administrativo Sancionador Ambiental colombiano descansa el 

principio de legalidad, no sólo como una cláusula de reserva normativa sino como una garantía 

estructural del Estado de Derecho frente a las potestades sancionatorias de la administración. En 

este contexto, las Corporaciones Autónomas Regionales CAR, como autoridades ambientales 

descentralizadas, ejercen funciones que implican una clara manifestación del poder sancionador 

estatal, siendo imperativo que dichas actuaciones estén sometidas a los límites normativos 

previamente definidos. Como lo expresa Bechara (2005), cualquier desviación del principio de 

legalidad compromete la legitimidad de la administración y erosiona la confianza del ciudadano 

en el ejercicio racional del poder público. La Ley 1333 de 2009, al establecer un procedimiento 

sancionatorio especial, pretendió dotar de certeza jurídica al ejercicio de esta potestad, 

incorporando fases procesales, exigencias de motivación y el deber de observar el debido proceso. 

No obstante, su implementación ha revelado fisuras significativas, especialmente cuando las CAR 

se amparan en cláusulas abiertas o conceptos jurídicos indeterminados que, en la práctica, permiten 

extender su autoridad más allá de los márgenes normativos previstos. De la Ossa Pastrana (2015) 

advierte que esta situación ha conducido a una peligrosa desfiguración del principio de legalidad, 

generando inseguridad jurídica tanto para los administrados como para el sistema en su conjunto. 
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La tipicidad, entendida como la descripción precisa y previa de las conductas sancionables, 

representa un eje transversal del derecho sancionador, cuya omisión o debilidad puede socavar no 

sólo el debido proceso sino también la legitimidad del acto administrativo sancionatorio. La Corte 

Constitucional de Colombia, en la Sentencia C-145 de 2021, subrayó que la tipicidad es un límite 

ineludible de la potestad sancionadora y que su ausencia compromete directamente la validez del 

acto administrativo. En dicha sentencia, se examinó cómo algunas normas ambientales permiten 

sancionar conductas sin establecer previamente su tipificación clara, lo cual vulnera el principio 

de legalidad sustancial. A pesar de esta jurisprudencia, las CAR han persistido en emitir actos 

administrativos sancionatorios apoyados en interpretaciones extensivas de conceptos como 

"afectación al medio ambiente", lo cual ha dado lugar a pronunciamientos del Consejo de Estado 

que cuestionan la validez de dichas actuaciones por falta de motivación suficiente, ausencia de 

pruebas concluyentes o vulneración de garantías procedimentales esenciales. Como lo ha 

explicado García Pachón (2013), esta ambigüedad favorece prácticas discrecionales que exceden 

la función legalmente atribuida y que, al no ser controladas oportunamente, erosionan los 

estándares de legalidad del acto administrativo. 

Adicionalmente, la estructura procedimental contemplada en la Ley 1333 de 2009 establece 

una serie de etapas que buscan garantizar el contradictorio, la defensa y la imparcialidad en la 

resolución de los procesos sancionatorios ambientales. Sin embargo, en la práctica, este 

procedimiento suele presentar fallas que comprometen su eficacia y legalidad. La ausencia de una 

autoridad instructora independiente del decisor, la utilización de formatos preestablecidos que 

impiden un análisis individualizado de los casos y la falta de sustentación técnica adecuada de las 

pruebas recaudadas son algunas de las fallas más frecuentes. Según el estudio técnico elaborado 

por Fedesarrollo (2017), muchas CAR operan con capacidades institucionales precarias, lo cual se 

traduce en decisiones sancionatorias débiles, fácilmente anulables por la jurisdicción contenciosa. 

Así, aunque formalmente se respeten las fases del procedimiento —apertura, investigación, 

formulación de cargos, traslado para descargos, decisión y recurso—, materialmente persisten 

deficiencias graves que comprometen su validez. Como se concluye en el informe de Dialnet 

(2020), los defectos sustanciales de la actuación administrativa ambiental no se superan con el 

cumplimiento ritual de las etapas, sino que exigen una garantía efectiva del derecho de defensa y 

una razonabilidad evidente en la imposición de sanciones. 
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En este panorama, resulta esencial evaluar críticamente la figura del acto administrativo 

sancionatorio como expresión concreta del ejercicio de autoridad por parte de las CAR. En 

principio, dicho acto goza de presunción de legalidad, ejecutoriedad inmediata y fuerza obligatoria. 

No obstante, su validez jurídica depende no sólo de su conformidad formal con los requisitos 

legales, sino también de su sustento material y su proporcionalidad. La motivación del acto se 

convierte en un filtro crucial para su control posterior, ya sea a través de recursos administrativos 

o de la acción de nulidad ante la jurisdicción contenciosa administrativa. La jurisprudencia del 

Consejo de Estado ha sido enfática al exigir que la motivación no puede reducirse a la enunciación 

genérica de la norma infringida, sino que debe explicar, de manera clara y razonada, por qué la 

conducta del investigado encuadra en el tipo sancionador y cómo se determinó la responsabilidad 

atribuida. Bechara (2005) señala que el acto administrativo sancionatorio debe representar un 

ejercicio racional, legítimo y ponderado del poder público, especialmente cuando afecta derechos 

fundamentales de los ciudadanos. Así, el control judicial no solo protege a los administrados, sino 

que también fortalece la legitimidad de la administración al forzarla a justificar sus decisiones con 

base en criterios objetivos y razonables. 

4. Control Judicial y Jurisprudencial de Actos Administrativos Ambientales 

Aunque las Corporaciones Autónomas Regionales CAR representan uno de los pilares 

institucionales para la protección del ambiente en Colombia, su amplio margen de autonomía — 

reconocido tanto legal como administrativamente— debe interpretarse bajo el prisma restrictivo 

del principio de legalidad. En efecto, el marco constitucional colombiano establece que toda 

autoridad, incluidas las CAR, está sujeta a límites normativos y controles institucionales orientados 

a garantizar el respeto de los derechos fundamentales y la prevalencia del interés general. Esta 

sujeción se materializa principalmente a través del control de legalidad ejercido por la jurisdicción 

contencioso-administrativa, en virtud de las acciones de nulidad simple y nulidad y 

restablecimiento del derecho, previstas en el artículo 237 de la Constitución Política. Así, el poder 

sancionador conferido a las CAR por la Ley 1333 de 2009 no es absoluto ni discrecional, sino que 

debe observar de forma estricta la tipicidad de las conductas, la proporcionalidad de las medidas 

y la garantía plena del debido proceso. Como lo señala De La Ossa Pastrana (2015), el principio 

de legalidad exige que la administración no solo actúe conforme al orden jurídico, sino que 

fundamente y motive sus decisiones de manera clara, transparente y razonable, particularmente 

cuando estas decisiones impactan derechos como la propiedad, el trabajo o la libertad de empresa. 
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No obstante, la tensión entre autonomía administrativa y sujeción al orden constitucional 

ha generado una zona gris que permite prácticas sancionatorias altamente cuestionables desde el 

punto de vista de los derechos fundamentales. El Consejo de Estado, en diversas oportunidades, 

ha anulado actos de las CAR por falta de tipicidad, motivación insuficiente o desviación de poder, 

evidenciando un uso desmedido del ius puniendi ambiental. Esta tensión se agudiza cuando se 

observa que algunas CAR imponen sanciones con base en interpretaciones extensivas de normas 

generales, sin delimitar con claridad el tipo infraccional ni las condiciones objetivas del hecho. La 

Sentencia C-145 de 2021 reafirmó que las sanciones deben estar previamente definidas en la ley y 

que cualquier aplicación ambigua o genérica vulnera el principio de legalidad material. A su vez, 

el Consejo de Estado, mediante fallo del 18 de febrero de 2021 -Rad. 11001-03-24-000-2017- 

00589-00-, dejó sentado que el ejercicio de la potestad sancionadora por parte de las CAR exige 

una especial diligencia en la valoración probatoria, la motivación del acto y el respeto de las 

garantías procedimentales. Lo anterior, en razón a que no se trata de cualquier decisión 

administrativa, sino de actos con efectos punitivos que pueden comprometer gravemente el 

patrimonio, la reputación o la estabilidad jurídica de los ciudadanos o empresas involucradas. 

A pesar de la existencia de mecanismos judiciales ordinarios, la realidad ha demostrado 

que la acción de tutela ha sido indispensable para corregir actuaciones arbitrarias o irregulares de 

las CAR. Aunque esta acción constitucional fue concebida como mecanismo subsidiario, la Corte 

Constitucional ha debido intervenir ante vulneraciones flagrantes al debido proceso por parte de 

estas entidades. En la Sentencia T-544 de 2016, por ejemplo, se tuteló el derecho a la defensa de 

una ciudadana sancionada sin que se le hubiera garantizado el mínimo procedimental exigido por 

la Ley 1333 de 2009. En ese caso, la CAR impuso una medida correctiva sin haber agotado las 

etapas previas ni haber valorado las pruebas allegadas, lo cual implicó una vulneración directa del 

principio de contradicción. Tales decisiones ponen en evidencia que la existencia de normas no 

basta: la cultura institucional de legalidad y garantía de derechos aún está en construcción dentro 

de muchas CAR. Como lo advierte Rodríguez-Garavito (2019), el cumplimiento del derecho 

ambiental en Colombia no puede depender exclusivamente de la voluntad de los funcionarios, sino 

del fortalecimiento de un sistema judicial robusto, proactivo y pedagógico que impida la 

consolidación de prácticas autoritarias bajo el disfraz de la protección ambiental. 

Los casos paradigmáticos de control judicial evidencian que las CAR no siempre cumplen 

con el estándar constitucional exigido para la imposición de sanciones. El estudio de Fedesarrollo 
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(2017), por ejemplo, documentó varios eventos en los cuales las CAR impusieron multas sin 

verificar adecuadamente el nexo causal entre la conducta del investigado y el daño ambiental 

alegado. Esta tendencia a sancionar con base en presunciones generales y sin pruebas suficientes 

no solo erosiona la legitimidad del ejercicio sancionador, sino que genera desconfianza social 

frente al papel protector del Estado ambiental. Asimismo, investigaciones recientes (CAG, 2019) 

revelan que muchas decisiones sancionatorias se adoptan sin contar con un equipo técnico-jurídico 

debidamente capacitado, lo que redunda en errores procedimentales graves, omisiones en la 

valoración de pruebas y defectos sustanciales en la motivación. Frente a este panorama, resulta 

imprescindible preguntarse si el sistema de control judicial actual es realmente eficaz para frenar 

los abusos o si, por el contrario, estamos frente a una estructura de legalidad formalista que llega 

tarde, cuando ya el daño institucional y ciudadano ha sido consumado. Esta reflexión obliga a 

replantear el diseño institucional del control de los actos administrativos de las CAR, exigiendo 

un equilibrio más riguroso entre autonomía, legalidad y rendición de cuentas. Mientras persistan 

las zonas grises de interpretación, el riesgo de arbitrariedad se mantendrá latente y, con ello, la 

fragilidad del Estado Social y Ambiental de Derecho. 

5. Conclusiones 

El alcance jurídico de los actos administrativos de las CAR revela tensiones entre 

autonomía administrativa y control constitucional, evidenciando la necesidad de una interpretación 

equilibrada que garantice eficacia en la protección ambiental sin desbordar las competencias 

otorgadas por el ordenamiento jurídico. 

La naturaleza jurídica de las CAR como autoridades ambientales descentralizadas con 

autonomía técnica y administrativa se ha consolidado en el marco colombiano, aunque su ejercicio 

se ve condicionado por la supremacía del orden constitucional y el principio de legalidad que limita 

su margen de discrecionalidad. 

Los actos administrativos sancionatorios ambientales encuentran su base normativa en la 

Ley 1333 de 2009, norma que establece garantías procesales importantes pero cuya aplicación 

práctica evidencia deficiencias interpretativas y procedimentales que han sido objeto de múltiples 

controversias. 

La jurisprudencia constitucional y contencioso-administrativa ha delimitado los contornos 

de actuación de las CAR, protegiendo derechos fundamentales frente a posibles excesos en el 
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ejercicio de la potestad sancionatoria, pero también ha generado escenarios de inseguridad jurídica 

por decisiones contradictorias. 

Existe una tensión estructural entre la autonomía de las CAR y la necesidad de un control 

efectivo por parte de las instancias judiciales, que evite arbitrariedades sin debilitar la capacidad 

regulatoria del Estado en materia ambiental. 

El estudio evidencia que muchas de las debilidades en la eficacia de los actos 

administrativos sancionatorios provienen de vacíos normativos, falta de estandarización 

procedimental y debilidades institucionales, más que de la incapacidad jurídica de las CAR como 

tal. 

A pesar de los esfuerzos normativos y jurisprudenciales, aún persisten desafíos en la 

articulación entre las decisiones de las CAR y los principios constitucionales del debido proceso, 

la proporcionalidad y la legalidad, lo que exige un fortalecimiento institucional y doctrinal. 

El análisis de casos jurisprudenciales permite concluir que no existe una doctrina unificada 

sobre los límites de la función sancionadora de las CAR, lo que genera incertidumbre tanto para 

las autoridades como para los sujetos pasivos de los procedimientos sancionatorios. 

Este trabajo permite afirmar que es urgente promover una revisión normativa y doctrinal 

del modelo de control sobre los actos administrativos de las CAR, en aras de garantizar una mayor 

seguridad jurídica, eficacia sancionatoria y respeto a los derechos fundamentales. 

Finalmente, se propone seguir investigando el impacto real de las decisiones sancionatorias 

de las CAR en la conservación ambiental, así como la necesidad de diseñar lineamientos 

jurisprudenciales y doctrinales que armonicen el principio de autonomía administrativa con la 

supremacía constitucional. 
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